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de tres días alegaran lo que a su derecho conviniera. presentand~escrito
únicamente el Ministerio Fiscal. Mediante AUlO de 22 de septiembre.
notificado el 25 del mismo mes y año, se desestimó el recurso de súplica.
y se declaró fjrme la Sentencia al no caber recurso de apelación, de
conformidad con el art 94.1 a) L.J.c.A..

Pues bien a tenor de lo relatado. el solicitante de amparo cuando se
le' notificó la' Sentencia descstimatoria a sus pretensiones podía haber
interpuesto recurso de apelación ante el Tribunal Supremo .en ell?lazo
de cinco días.,si¡,;uiendo la información dada. cosn. que no hiZO. o SI por
el contrario hubiese creído que la indicación del recurso era errónea, ya
que al tratarse de uña cuestión de personal al servicio de la Adm¡nistra~

ción Pública la Sentencia era firme al no caber recurso de apelación, tal
y como parece manifestar en el escrito de alegaciones presentado en el
trámite del art. 84 LOTe tenía Que haber venido en amparo,

Alega el recurrente que la notificación de la Sentencia es nula al
haberse incumplido lo previsto en el arto 248.4 L.O.P.J. por indicarse
erróneamente por la Sala la posibilidad de formular recurso de apela~

ción, pero dicho argumento no es aceptable.
En primer término, como se ha puesto de manifiesto por este

Tribunal en la reciente STC 155/1991 (Sala Segunda), «la indicación de
recursos, prcceptiva según el arto 248.4 LO. P,J., no constituye'una parte
del contenido decisorio de la resolución notificada. sino una informa·
ción al interesado, quien lógicamente no está .oblitado· a seguirla si
entiende que existe otro recurso procedente». y además; en segundo
lugar, «dicha indicación no constituye en la Ley ni siquiera una
información del Juez o Tribunal, sinO.una indicación que debe hacerse
"al notificarse la resolución". lo cualrcduce obviamente su valor legal
en cuanto la desvincula de la resolución notificada y en consecuencia
obliga a considerarla así aunque se haya expresado como apéndice de la
resolución dirigido al agente notificador».

Teniendo en cuenta dicha doctrina y las circunstan<:ias del caso que
no~ ocupa, la irregularidad procesal contenida en la información dada a
las partes 'en lo referente a la posibilidad de formúlar recurso de
apelación contra la Sentencia. no tiene trascendencia constitucional,
pues en nada le ha privado al demandante de utilizar los instrumentos
que el ordenamiento pone a su alcance para la defensa de sus derechos.
y por. el contrario. tuvó una actitud poco diligente. ya que. como hemos
dicho anteriormente, ni ferriluló recurso de a~:lación ni vino dwcta~

mente a esta via de: amparo si hubiese conSIderado que no cabía el
mencionado recurso al ser la rcsolución firrtle. Y en cambio, el

Sala Primera. &ntcncia 204/1991, de 30 de octubre.
Recurso de ail1paro 1.250/1988. Comra Sentencia de!
Tribunal de Trabajo recaMa en suplicación, en aUlos de
despido laboral. Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: Exigencia de fUlldamelttacióll de las resolllcfones
judiciales.

La Sala Prjmera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente. Pn.'Sídente; don Fernando Garcia*Mon y
Gonzalez-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno S~ndra, Magistra-
dos. ha pronunciado _

-EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo mimo 1.250/1983. mterpuesto por «Inter~

contincntal Electrónica. Sociedad Anónima» representada por el Procu­
rador don Roberto Sastre !'vlúyano y asistida por el letrado don Federico
Sánchcz Cánovas contra Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal
Central de Trabajo de 17 de mayo de 1988. Ha intervenido el ~1inisterio

Fiscal y ha sido Magistrado Ponente don Francisco Tomás v Valiente.
Presidente de este Tribunal. quim expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia el 7 de julio
de 1988. don Roberto Sastre Moyana. Procurador de los Tribunales.
interpuso, en nombre y rcpresentación de ,dntereontinental Electrónica,
Sociedad Anónima» (INTELECSA). recurso de amparo contra 5enténcia
de la Sala Segunda del Tribunal Central de Trabajo de 17 de mayo
de 1988 que revocó en suplicación la dictada por la Magistratura de
Trabajo núm. 4 de Barcelona de 20 de noviembre de 1987.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda de amparo
son\ sucintamente expuestos. los siguientes;

a) Según se declara en los hechos probados de la Sentencia firme
del Juzgado de Instrucción núm. .2 de Sabadell de 22 de septiembre
de 1987 (proceso monitorio 171/1986);

recurrente esperó que la Diputación Provincial de Valencia formulara
recurso de suplica contra la posibilidad de apelar la sentencia. pero
("uundo tuvo conocimiento del mismo; el día 6 de septiembre. ya había
transl.·urrido el plazo para interponer en su caso el recurso de apelación.
'.. tambien para recurrir en amparo. teniendo presente que el mes de
ágosto es hábil a efectos del cómputo del plazo de caducidad del art. 44.2
LOTe (an. 2 del Acuerdo del Pleno del Tribunal Constitucional de 15
de junio de 1982. «Boletin Oficial del Estado» de 2 de julio).

3. Por tanto. cuando hay que empezar a computar el plazo para
formular el recurso de amparo es a partir de la fecha de la notificación
de la Sentencia del T.S.J. de Valencia. el dia 17 de julio de 1989. o en
su caso una vez transcurridos los cinco dias para interponer recurso de
apelación, y no como pretende el demandante a partir del 25 de
septiembre de 1989. fecha en que se le notificó el Auto de 22 del mismo
mt's. resolutorio del recurso de súplica formulado por la Diputación
Provincial de Valencia. y habiendo presentado aquél la demanda de
amparo en el Registro General de este Tribunal el día 14 de octubre, han
trnns<.:urrido sobradamente los veinte días para venir eñ amparo.

En consecuenCia. procede desestimar la demanda al ser extemporá­
neo el recurso de amparo, sin necesidad de entrar en el examen del
fondo del asunto.

fALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA
AtJTORIDAD QUE LE CONfIERE LA CONSTITUCIÓN DE ,LA NACIÓN
ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Francisco López Merino.

Publíquese esta Sentcncia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintiocho de octubre de mil novecientos noventa
y uno,-Firmado: Francisco Rubio L1orente.-Eugenio DIaz
Eimil.-Migucl Rodríguez-Piñero y Bravo~Ferrer.-Jose Luis de los
Mozos y dc los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
Lópcz.-Rubricado.

«En fechas no determinadas comprendidas entre los meses de
octubre de 1985 y febrero de 1986. el acusado don Juan -José Lázaro
Sánchez, mayor de edad y sin antecedentes penales. aprovechando su
condición de empleado en la Empresa lNTELECSA. sita en el término
muni-eípal de Polinyá, se apoderó en seis distintas ocasiones y sin
empicar medio de fuerza de bobinas de hilo de cobre con un peso total
de .1.385 kilogramos. cuyo valor ha sido tasado en 900.000 pesetas. sin
que se haya recuperado cantidad alguna de dicho material.»

b) INTELECSA, al comprobar la desaparición del mencionado
material. lo denunció el 3 de marzo a la Guardia Civil. Esta procedió a
la detcnción de don Juan José lázaro Sánchez. llegando a conocimiento
de la Empresa Que éste se habia reconocido culpable tanto ante la policia
como ante cl Juzgado. En atención a estas circunstancias, la Empresa
recurrente procedió a despedirle el 27 de mayo de 1986.

c) Don Ju~m José Lázaro Sánchez interpuso demanda por despido,
solicitando declaración de -nulidad o improcedencia. las partes fueron
citadas para conciliación y juicio ante la Magistratura de Trabajo
núm. 4 de Barcelona el 16 de septiembre de 1986 a las ocho y cuarenta
horas. La empresa no compareció. presentando escrito ese mismo dia en
el que alegaba que. al lle~ar a la Sala de vistas de la Magistratura sobre
lJ hora prcvista. el juiCIO ya, se habia celebrado. sin que se hubi.era
llamado J la parte por el serVicio de megafonía ni se hubiera respetado
el plazo de tolerancia de quince minutos que rige en las Magistraturas
de R1rcC'1on;:t Se interesaba bien que se citase a las partes para nueva
cúmparcrcncia bien que, para mejor proveer. el Magistrado trajese a las
actuaciones las declaraciones realizadas por el trabajador despedido en
las diligencias previas seguidas ante el Juzgado de"lnstrueción numo 2
de Sabadcll. .

d) El Magistrado de Trabajo acordó efectivamente la práctica de la
citada diligencia para mejor proveer '1, después. dictó Sentencia de 30 de
enero de 1987 en la que. tras declarar plenamente probados los hechos
imput3dos al demandante en la carta de despido. desestimaba la
demanda por despido declarando extinguida la relación laboral. sin
derecho a indemnización alguna.

c) La Sentencia fue recurrida en suplicación por el trabajador
demandante. En el recurso de suplicación. aparte otras cuestiones, se
solicitaba. al amparo del arto 152.3 de la Ley de Procedimíento laboral,
la nul,dad de actuaciones fundamentada en la práctica de la diligencia
para mcjúf proveer. La Sala Segunda del Tribunal Central de Trabajo
dictó Sentencia ellO de octubre de 1987 en la que se estimaba el recurso
toda vez que la diligencia para mejor proveer habia sido practicada sin
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dar audiencía a las partes sobre !jus r~~su¡t.:',dos Se anularon las
3Cluaciones. «reponiéndolas al momento de dar \'lsta a las partes del
fcsullado de la práctica de las diligencias par<l mejor provecr».

f) Dc\'uehos. los autos a la Magistratura. se dio cumplllnlento a lo
ordenado por el Tribunal Central de Trabajo. En la C'omparaccnci<:l di.'
las partes, de 19 de noviembre de 1987" «quedó aclarad;), eo cuanto al
testimonio de las actuacíones el Juzgado de Instrucción núm. 2 de
SabadelL que se habia dictado la Senh:ncia condenando a Juan Jos~
Lázaro Sá>1chez por hur1m). El Magistrado de Tmhajo dictó SCDlenc:a el
20 de no\'kmbrc de 1987 en la que nuevamente desestimaba la
dcm~lnda por despido. •

gJ Interpuesto recurso de suplicación por el trabajador deman­
dante. la Sala Segunda del Tribunal Central de Trabajo dictó Sl~ntenr:ia

de 17 de mayo de 1988. En ella. aunque se afinn.aba -en contra del
criterio del reeurrcnte- que las diligencias para mejor proyeer practi.cJ.­
das eran correctas. se terminaba por estimar el recurso -con declaraCión
de improcedencia del despido-. Para lleg;u a ('SI¡) condusión se
argumemaba que: «Como del relato fáctiCO de la Sl~nti."ncia se de<;pa~ndc

con meridiana claridad que la confeSión de culpabihdad Ilcyada ¡¡ cabo
por el recurrente tras llegar ante la policía (ordinal 3."¡ \' repetidas
Sentencias dd Tribunal Constitucional. no conceden \'alor a 'las dillgen­
ci;]s policiales para deslinar (sic) la presunción de inocC'nCla. estableCIda
por el ar1. 24.2 C.E.. presunción tampoco destinada (.\1e) en ("sIr
proCL'SO, dada la incomparecencia de la demandada al .](10 del juiciv
debe ser estimado el recurso y revocada la SentL'ncla».

3. La demanda de amparo se dirige con1ra esta Scntencia del
Tribunal Central de Trabajo, invocando los arts. 14 y 24,1 CL

a) El derecho a la igualdad del art. 14 CE, hz sido desconocido en
su fJ.ccta dl' derecho a una igual aplicación de la Ley (SSTC 49/1982 y
15IjI986). El Tribunal Central de Trabajo ha venido juzganuv (Oll
«constante rigom los casos de apropiación de materiales o productos de
1;] Empresa que indefectiblemente yiene estimándose transgresión de la
buena fe contractual a efectos del art. 54.1 d), incluso en supuestos de

. escasa trascendencia, (Sentencias de 24 de mayo. de 4 de junio, 16 de
julio y 9 de octubre de 1985 r 30 de abril, 26 de junio y 22 de julio de
1986). Siendo esta doctrina reiterada, resulta «escandaloso)} el casa de la
readmisión forzada por la Sentencia impugnada. Y «si seargu)'C que lo
que ocurre es que aquí no se probó esa cuantiosa apropiación el
argumento no sería admisible según se verá en el examen de la violación
de otro principio constitucional, el de la tutela judicial efectiVa».

b) La Sentencia impugnada aplica una doctrina- constitucional
exacta pero «su aplicación al caso resulta desorbitada. extemporánea,
porque aquí no se trata de conceder o de negar \iaJor a unas diligenclas
policiales, sino... de que el TCT ha revisado los hechos Que el
Mngistrado declaró expresamente probados». Los hechos probados sólo
se pueden revisar sobre las pruebas documentales o periciales que aquí
no han existido. Por otro lado, no puede ignorarse la existencia de una
Sentencia penal sobre el hecho que motivó el despido«Ciertamerite; la
jurisdicción laboral es independiente de la penal y por eHo puede ocurrir
que ((lo. que no se probó en el juicio penal sí Jlegó a acreditarse en el
laboral» (Sentencias del T.CT. de 23 de abril de 1985). E. incluso, que
ci.rcunstancias pcnalmente irrelevantes puedan negar a constituir causa
de despido ante la jurisdicción social. «Pero el caso contrario merece
distinta solucióm~, ya· que (repugna a la identidad esencial del ordena­
miento jurídico... (y) contradice a la unidad constitucional de jurisdic­
ción... que un trabajador condenado por delito continuado de hurto a su
Empresa pueda ser impuesta su permanencia en ella». Aunque no llegue
a constituir cosa juzgada, el pronunciamiento penal debe ser respetado.
De hecho, la STC 158/1985 ha concedido el amparo. por denegadón de
la tutela judicial efectiva, en un supuesto similar. -

La demanda concluye solicitando la estimación del recurso de
amparo así como la suspensión de la ejecutividad de la resolución
impugnada.

4. La Sección Tercera, en providencia de 21 de julio de 1988,
acordó admitir a trámite la demanda de amparo y, a tenor de lo
dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir atentamente del Tribunal Central
de Trabajo. de la Magistnitura de Trabajo núm. 4 de Barcelona y del
Juzgado de Instrucción núm. 2 de Sabadcll el envío de las actuaciones,
interesándose al tiempo la práctica de los emplazamientos oportunos,

En otra providencia de 26 de septiembre siguiente. la Sccción acordó
tener por recibidas las actuaciones remitidas por el T.eT. y la
Magistratura numo 4. reclamarlas nuevamente al Juzgado de Instruc­
ción núm. 2 de SabadeJl y formar la correspondiente pieza separada de
suspensión.

5. Tramitada la pieza de suspensión abierta por providencia de 26
de septiembre de 1988, la Sala Segunda dictó Auto de 24 de octubre de
1988 en cuya parte dispositiva se accedía a la petición de suspensión. «si
bien condicionando dicha suspensión al pago de los correspondientes
salurios de tramitación. en los términos que establece la Ley de
Procedimiento Laboral, ásí como á: la prestación previa de una fianza a
disposición del órgano judicial competente para la ejecución del fallo
Impugnado, en cuantía equivalente a la de la indemnización que el
propio fallo reconoce al trabajador despedido)1.

6. Recibidas las actuaciones del Juzgado de Instrucción num. 2 de
Sabadcll y transcurrido el plazo para personación, la Sección Tercera, en
providencia de 30 de noviembre de 1988. acordó dar vista de las
;:¡cluacioncs al Ministerio Fiscal y a la solicitante de amparo por plazo
común de \-elntC dias para que alegasen lo que estimasen pertinente.

7. El Ministerio Fiscal interesa que se otorgue el amparo solicitado.
Parte de que consta en las actua-ciones que la t\1agistratura acordó. para
mejor Pro\TlT. traer al proceso copia de lo actuado en el Juzgado de
lnstrUi.:(Íón núm. 2 de Sabadcll. Dc ello se deduce que el despedido «no
:-.ólo se declaró autor del hurto ante b polida y en presencia de Letrado,
sino que tambien 10 hizo. en las mismas condiciones ante el Juzgado y,
plIdi('ndosc len en el acta del juiCIO alltl'la Magistratum de Trabajo,
ndcnlih de lJ rntific~l('ión de uno de los testigos, la indicaerón de que la
E\l1pres~ demandada citó Sentencia condenatoria recaida ya en el
proccdlfl1lcnto penaL indicando el número de la Senlencia y el del
rroced imit.'n tO)).

Es cy¡demc que lodo la prueba practicada pudo ser tenida en cuenta
por el !l.1aglstrado de Trabajo para dccbrar procedente el despido. Sin
embargo. esta circunstancia no ha sido SIquiera considerada por el
T.CT. Aunqut.' clio no imphquc 1csión d.:1 art 14 C.E. -toda vez que
la Sentcnd~l impugnada no es comparable a las que se citan «desde el
nlül1lCnto en que lo discutido es precisamente la prueba de esa
culpabilidad);-. sí contradice el derecho a la tutela judicial efectiva. De
acuerdo con la doctrina sentada en STC 158/1985, este derecho exige
que «si una jurisdicción antes de dictar Sentencia tenía la posibilidad de
conocer lo dICho sobre los mismos hechos por otra jurisdicción debia
acceder a ello y en todo caso razonar su apartamiento de esa decisión».
No se truta de enjuiciar en este supuesto una cuestión de presunción de
inocencia -aunque el T.C.T. ha ido más lejos que la doctrina constitu­
cional establ('(ida al respecto (STC g 1/1988)-, sino más bien de falta de
lllo1Í\'ación del pronunciamiento impugnado que justifica la existencia
de lesión. De una parte, el T.CT. «oh'ida la prueba practicada. para
centrarse exclusivamente en una declaración policial que no constituye,
ni mucho menos. la totalidad de la actividad probatoria realizada». De
otra, dedara no probados unos hechos X una participación en ellos que
el Juez penal había entendido acreditados. sin comprobar tal extremo
cuan!j,o pudo hacerlo. Tal actuación no viene. en fin, justificada en el
r('Jato de hechos de la Sentencia de instancia porque en clla se afirma
también que han «quedado plenamente probados los hechos impugna­
dos al demandante en la carta de despido».

8. La demandante de amparo reitera las alegaciones realizadas en
la demanda. Resalta. en primer termino. algunos pasajes de las actuacio­
nes (declaraciones-del despido y de testigos),para concluir que el JUN de
lo Penal-tuvo sin duda en cuenta la presunción de inocencia. De ello se
sigue que la Sentencia impugnada es lesiva de los derechos fundamenta­
les alegados en la demanda ya que «el T.CT. dísponia en los autos,
cuando dictó la segunda Sentencia de suficientes elementos para no
incurrir en el evidente error de entender que el Magistrado de-instancia
había decidido estimar la certeza de la comisión de la falta merecedora
dal despido sólo oosado en diligencias policiales». La parte recurrente,
en la comparecencia celebrada antc'el Ma~istrado de Trabajo, completó
la información necesaria respecto a las dihgendas penales dando cuenta
de la Sentencia condenatoria. El,Io supone que, la Sentencia impugn'ada
ni ha tenido en cuenta actuaciones resultantes de la diligencia para
mejor proveer ~ue, paradójicamcnte, sí fueron tenidas en cuenta por la
primera Sentencia del Tribunal Central de Trabajo- ni tampoco las
nuevamente practicadas a resultas de esta Sentencia. Esa doble inadver­
tencia ha llevado a dos consecuencias lesivas de derechos fundamenta­
les. De un lado, se ha dictado una Sentencia «en abierta contradicción
con toda 1a doctrina del T.CT.», con lesión del derecho a una igual
aplicación de la Ley. Y, de otro, se ha desconocido una «Sentencia penal
firme». _

Por otro lado, esta tesis no se contradice con la doctrina constitudo­
nal anterior. Cierto que las SSTC 24/1984 y 62/1984 han afirmado que
el art. 24.1 CE. permite diversas valoraciones de los hechos ante las
jurisdicciones penal y laboral. Sin embargo, el supuesto que ahora se
enjuicia -en el que la Scntencia penal resultó condenaloria- es distinto
al que dio lugar a aquellas Sentencias.

9. El 9 de febrero de j 989 tuvo entrada en este Tribunal escrito de
don Juan José Lazara Sanchez en el que interesaba que se le tuviera por
comparecido y parte en el recurso de amparo. La Sección Tercera, en
providencia de 20 de febrero siguiente, acordó tener por recibido el
prc-ccdcnte escrito y librar el despa9ho necesario para la designación de
Procurador del turno de oficio «a los solos efectos de notificación de la
Sentencia que se dictará en un día toda vez que el mencionado escrito
ha sido presentado, con exceso, fuera del plazo concedido en su día para
evacuar el trámite de alegaciones del art. 5:! LOTe».

10. En providencia de' 3 de abril de 1989, la Sección Primera
acordó tener por designada como Procuradora de don Juan José Lázaro
Sánchez a la señora Reina Sagrado, quedando el presente -recurso de
amparo concluso y pendiente para votación y fallo cuando por turno
corresponda. EllO de abril de 1989, antes de que esta providencia fuera
notificada, tuvo entrada escrito de don Juan José Lázaro Sánehez, sin la
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prcccpt.iV3 represcn~ación del ~rocurador, en el que ponía de manifiesto
dctcrmlOadas cuestiones relacionadas con la interpretación del auto de
suspensión dictado por la Sala.

11. Por providencia de 28 de octubre de 1991. se scnaló para
deliberadon y votación el día 30 de octubre siguiente.

H. Fundamentos jurídicos

l. Segun se d~~prcnde de las actuaciones,- <dNTELECSA». ahora
recurrente, denunCIo el 3 de marzo de 1986 a la Guardia Civil la
sustracción. de .~cterminadomaterial de' sus instalaciones. La denuncia.
tras la rcallzaclOn ~e ,determinadas díligcncias policiales. dio lugar a la
apertura de procedimiento penal ante el Juzgado de Instrucción numo 2
de -Saba.dcJL,contra d~n Juan Jose Lázaro Sanchez, que concluyó por
Sentencia condenatona de 22. de septiembre de 1987 en la que se
de~laraba probado que «en fechas no determinadas comprendidas entre
los meses de octubre de 1985 y febrero de 1986, el acusado don Juan
José Lázaro Sánchez, aprovechando su condición de empkado en la
Empresa <dN.TELECSA», se apo~eró en seis distintas ocasiones, y sin
emplear m~dlo de fuerza, de bobmas .de hilo de cobre con un peso tolal
de 1.385 kilogramos, cuyo valor ha Sido tasado en 900.000 pesetas, sin
que se haya recuperado cantidad alguna de dicho material»:

A!lt~ de que el procedi~ien~ penal ~ubicra concluido. «.fNTELEaA»,
despldlo a. ~0!l. Ju~n J?se Lazara Sanchez. En la carta de despido
que se le dJ~lgIO se haCia con~tar q~e. «a result~s de la investigación
correspond~ente:,~a Gi;1ardla. CivJl procedIó ·a su detención
y puesta a 41~POS!Clon del Jlustríslmo señor Magistrado-Juez del Juzgado
de Instrucclon num.. 2 de Sa~dell, que instruye diligencias previas ya
que usted, tanto en su declaraCión ante la Guardia Civil como ante el
propio Júzgado, se declaró, al parecer. autor de la- sustracción del
mal\rial desapareci~o».. El trabajador despedido interpuso demanda por
d~spldo cuyo conOCimiento correspondió a la Ma~istratura de Trabajo
num. 4 de Barcelona. La Empresa no compareciÓ al acto del juicio
acordan~~ el ~agistrado, para mejor proveer, exhortar al Juzgado d~
Instru~clOn numo 2 de ~abadell para que aportara testimonio de las
actuaciones penales segUidas contra el entonces- demandante. Practicada
esta' dili.gencia, el Magistrado de Trabajo núm. 4 de Barcelona dictó
Sentencia de 30 de enero de 1987 en cuya fundamentación se afirmaba
haber «quedado plenamente probados los hechos imputados al deman­
dante» por lo que se de~~timaba la demanda de despido.

Frente a esta ~ntencla mterp':!so recursi? de suplicaci6nel trabajador
deman~ante..Artlcula'?a un primer motivo en el _que denunciaba
determmadas Irregularidades en la práctica de la diHgenciapara mejor
proveer -entre ellas. el incumplimiento del ano 342 LEC por no haber
dado el Magi~trado audiencia a las partes respecto a sus resultados-o El
segundo ~Otlv~ combalía la propia práctica de la diligencia para mejor
proveer. entendlcndo que las pruebas resultantes de la misma no debían

. ~r en este caso tomadas en.c0nsideraci6n,Y: como lógica consecuencia,
lntcresa~a en el t:fCcr motlv:o la desapariCión del hecho probado que
establccla la autona del trabajador. El recurso fue resuelto por Sentencia
de la Sala Segunda del Tribunal Central de Trabajo de 20 de octubre de
1987. En ella, el TCT entendió que el Magistrado de Trabajo debió dar
vista a las .partes ~e lo actuado para mejor proveer y, por ello. anulaba
la Sentencia repOniendo .las actuacion<:s al momento procesal oportuno.
. Dcvuclt3s las ac~uaclOnes al Magistrado de inst3ncía, ,,<¡te acordó

citar a comparecencia a ambas partes al objeto de que manifestasen lo
que a su derecho convinic~a en relación con lo actuado para mejor
prov<:er. En la comparecencia, celebrada el 19 de noviembre de 1987, el
trabaJadt?r demandante afirmó que las diligencias no podían tener valor
proba tono, formulando protesta a efectos de suplicación. Por su parte,
la cnl<:~nces demand~da y ah,oFa rc.currente afirmó que «(respecto al
c.0ntcnl~o d~ las rcfcndas d¡ilgenclas ha quedado ralitkado por la
S-cnt,cncla num. 108/1987, proceso monitono 172jl986. de 22 de
scptlem~rede 1987•. por la que se confirman los hechos probados en la
Sentencia de la Magistratura condenándose a la actora (sic) a dos meses
de arresto men.or, acc.esoria~ y costas». El Magistrado de Trabajo dictó
nueva SentenCia al dla sigUiente en la que reprodUjO el fallo anterior­
mente anulado.

Estu Sentencia fue recurrida de nuevo en suplicación por el trabaja­
d~~ den~andante. El? los diversos mo~i\os del recurso s;: impugnJban las
dlltgl'.nClas para ~cJor pro~·eer.practll·adas por el Juez que, a juicio del
trabajJdor de~pedldo, h.abr~an mcurndo en lrregulandades procedimen­
t~ks y matet:lales .gue Justlficarían.blen la anulación de la Sentencia,
blt:n la modlficaclOn de los hechos probados con rcvol".--ación. En el
escrito d<: impugna~ión, la ahora recurrente discrepaba dI:'" estas alegacio­
nes. aludIendo ocaSIOnalmente a las actuacíones penales seguidas ante el
Juzgado. de Instrucción núm. 2 de SabadeH. El recurso fue resuelto por
Scnte:lCla de la Sala Segunda del TCT, de 17 de ma.yo de 1988, Descarta
la Sala 9ue la diligencia pr!ra mejor proveer acordada por el Juzgador de
1~~YJ.ncI.a haya sobrepasado ((el contenido y la. finalidad propios de las
ddlg..:n.CJas de esta na.turak.za». P~r el contrano <tOO puede hacerse ni
advertirse q~e se supl,lera nmguna mactlvldad al eXIstir en los autos por
la aprest;:¡cJOn d.~ dicha carta (de despido) constimcia de aquellos
(hccho~), no hablcndosc por tanto perseguido otro propósito que el de
constatar la verdad real de la producción de los hechos imputadoS»). Sin

embargo. termina porcslimar el recurso del trabajador. ya Que «como
del relato fáctiCO de la Sentencia se desprende con meridiana clandad
que la confesión de culpabilidad llevada a cabo por el recurrente tras
llegar ante la policía (ordinal 3.°) y repetidas Sentencias del Tribunal
Constitucional. no conceden valor a las diligencias policiales para
destinar (sic) la presunción de inocencía. establecida en el art. 24.2 de
la Constitución Española. presunción tampoco destinada (sic) en este
proceso. dada la incomparecencia de la demandada al acto del juicio».
En consecuencia. revoca la Sentencia declarando la improcedencia del
despido.

2. La demanda de amparo 'se dirige contra esta ultima Sentencia del
Tribunal Central de Trabajo a la que imputa lesión de los derechos
fundamentales establecidos en los arts. 14 y 24.1 C.E. Por lo que se
refiere- al primero de ellos, se afirma que el TCT ha cambiado
arbitrariamente de criterio, ya Que el citado órgano judicial ha venido
tratando con {(constante risoO) supuestos análogos al enjuiciado, consi­
derando que las apropiaCIOnes de materiales de Empresa son causa
suficienle de despido. En conSlXuencia, la Sentencia impugnada, al
afirmar la improcedencia del despido, ha cambiado injustificadamente
de criterio con lesión del derecho a una igual aplicación de la ley.

Por su parte, el derecho a la tutela judicial efectiva habría sido
v.ulnerado J':Of9ue el TCT ha r~,:,isado los hechos declarados probados
Sin .. que .exlstlera prueba penclal o documental qué lo justificara
~escon~cle!l~o'cl alcance de las actuaciones. Y. de otra parte, porque el
argano Judlcl3l,.enla Sentcrn:ía·impugnada, ha desconocido la existencia
de un~ Sentencia 'firme de la jurisdicción penal que declaraba probados
los mismos ~echos a los, que se refería el proceso laboral y que se dan
por no acrcdltados en virtud de la presunción de inocencia.. _

3. Hay que descartar, ante todo. que la Sentencia impugnada sea
lesiva dclderecho fundamental a la igual aplicación de la Ley. Es cierto
que el TCT en las Sentencias que cita la recurrente -yen otras- ha
venido tralando con rigor las apropiaciones de materiales de la Empresa
a efectos de.aplicar la causa de despido del arto 54.2 d) E:T. de modo
que, con independencia de la cuantía e incluso no existiendo condena
penal respecto de ellas. viene entendiendo procedente el despido en estos
casos. No por ello. sin embargo: puede imputarse a la Sentencia ahora
impugnada un cambio arbitrario de criterio con respecto a su jurispru­
dcncía anterior. En efecto, en las Sentencias que la recurrente cita el
TCT partc de que el trabajador despedido es el autor de la falta que se
le imputa. Sin embargo, en la ahora impugnada, el órgano judicial
-:-sobre ~a base de una determinada interpretación de la presuncíón de
lOOCenCJa que ahora no se cuestlona- entiende que la autoría no está
probada. Se trata, por ello, como' señala el Ministerio Fiscal, de
supuestos distintos que, por lo mismo, no son comparables a efectos de
fundamenlar la infracción del art. 14 C.E. en cuanto derecho a una igual
aplicación de la Ley.

Cuestión distinta es la de que la introducción del hecho que
difc-rcn~ia los pronunciamientos Que se pretenden comparar pueda ser
contrana al arto 24.1 c.E. En este segundo plano de reflexión, la
Empresa recurrente y el Ministerio Fiscal afirman, ante todo. que la
Sentencia impugnada es contraria a la tutela judicial efectiva toda vez
Que. en aplicación de la presunción de inocencia establccida en el
artículo 24.2 c.E., da por no probado un hecho cuya e.'dstencia se reconoció
en una Sentencia penal finne. Se destaca, en este sentido, que el
trab~jado[ despedido había sido condenado por los mismos hechos Que
motivaron el despido y en atcnción a distintas pruebas por Sentencia del
!uzgado de Instruc-ción num. 2 de Sabadell. Sin embargo. la Sentencia
Impugnada desconoce frontalmente· esta circunstancia. afirmando que
no ha quedado acreditada la participación del actor en ellos.

4. 'Esta cuestión ha sido ya resuCita por este Tribunal. En jurispru­
denCia anterior (por todas, STC 158! 1985) se ha puesto de manifiesto
qm.·. aunque en las diferentes jurisdicciones puedan recaer, dentro de las
respectivas competencias, pronunciamientos distintos respecto de cues­
tíoncs liligiosas relativas a los mismos hechos, no puede admitirse en
ningún caso que unos mismos hechos existan y dejen de exístir para los
órpnos del Estado. De este modo, «si existe una resolución judicial
firme dictada en un orden jurisdiccíonal. otros órganos judiciales que
conOlcan del mismo asunto deberán tambi~n asumir como ciertos los
hechos declarados tales por la prímera resolución o justificar la distinta
apreciación que hacen de los mismos». Cualquier otra solución es
contraria al derecho a la tutela judicial efectiva.

Desde esa óptica. la Scnte'ncia impugnada aparece prima lacie
contraria a la doctrina constitucional reseflada ya que resulta evidente
que el TCT ha desconocido frontalmente la existencia de un pronuncia­
miento penal firme sobre la misma cuestión. En otro caso, no puede
entenderse el argumento que fundamenta el taHo impugnado a tenor del
cual no se ha destruido la presunción d~ inocencia cuando. como consta
en las actuaciont's presentes en d procedimiento de amparo, en aquel
mumentu el trabajador despedido habia sido ya condenado como autor
de los hechos Que motivaron su despido.

Esta primera apreciación no ha de lJc-\'ur, sin embargo, a la
estimación 'del amparo por esta co.usa. Al respecto, conviene recordar
qu,;' la propia STC 15S;1 985 ha señalado que no cierran (naturalmente,
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para que un órgano judicial tome en cuenta una resolución judicial firme
de otro órgano es predso que tenga conocimiento ofi('ial de la misma,
porque se halle incorporada al proceso que ante él se tramita (funda·
mento jurídico 6.°). Es lógico que así sea: es claro Que, siendo imposible
el conocimiento por parte de un órgano judicial de los pleitos relativos
a Jos mismos hechos que se desarrollen ante los órganos de otros órdenes
jurisdiccionales. debe recaer sobre la parte interesada en evitar la
contradicción fáctica entre las Sente'"lcias corre:..pondícntes la carga de
poner en conocimiento del Juez o Tribunal llamado a resolver en
segundo lugar la existencia de una Sentencia de otra jurisdicción. Puede
admitirse que tal carga sea cumplida. bien por apona-eión directa de los
correspondiCntes testJmonios, bien por información al órgano judicial de
La existencia de la Sentencia anterior a fin de que por este se provea la
aportación de aquélla a los autos. Pero. de cualquier forma. ha de ser
cumplida puesto que. en caso contrario. la contradlcCÍón que evcntual­
mente surja no será en modo alguno imputabJ.c al órgano judicial que
resolvió en último lugar. sino más bien a la parte. haciéndose por ello
imposible la reparación de la contradicción por via de amparo
(articulo 44.1 b) LOTC).

Pues bien. esta circunstancia no concurre en el presente caso. como
demuestra la leclura de las actuaciones del proceso laboral seguido.
primcro. .ante la Magistratura de Trabajo mim. 4 de Barcelona y. luego.
ante la S3la Segunda del TCT. Es más. de la kctura de estas actuaeione!­
se desprende que la ahora recurrente no realizó esfuerzo alguno para
poner en conocinllcnto del órgano judicial llamado a resolver la
suplicación -al que ahora se imputa lesión del arto 24.1 CE- la
Sentencia penal cuyo carácter contradictorio con la impugnada se
combate en este recurso de amparo. En efecto. se desprende de las
actuaciones que la parte ahora recurrente se limitó a manifestar a la
i\lagistratura. con motivo de la comparecencia para la valoración de las
diligencias para mejor provcer,la existenCia de la tan re:ítera-da Sentencía
penal. Pero. ni se presentó copia de la misma ni se interesó del Juzgado
s.u aportación él autos. las. omisiones de la parte son tanto más. graves a
la vista del debate procesal que se produjo en suplicación. En el escrito
del recurso. el trabajador manifestaba expresamente que «las pruebas
policiales por si no eonsti~uyenuna prueba irrefutable de la culpabilidad
dc1 actor. pues es. lo cierto y habitual en muchos casos que ante las
pruebas policiales reconociendo la culpabilidad ante el Tribunal y
Juzgador de los hechos en via penal es supuesto o presentó autos (sic)
niega los mismos y no seria el primero ni el último caso en que el
Tribunal sentenciador, apreciando las pruebas que en caso se practiquen
ante dicho Tribunal, absuelve al presunto autor de los delitos ante su
negativa, por tanto las pruebas policiales en ,modo alguno son incuestío­
nables y mucho menos fundamento exclusivo de una condena como..es
en el caso de autos una declaración de la procedencia del despidQ). La
existencia de Ja condena penal en Que ahora se fundamenta la queja
constitucional de la Empresa era, pues, discutida en suplicación por la

/contraparte. lo que, indudablemente, requeria una contestación expresa
, -posiblemente con aportación de copia de aquétlas que el TCT no

hubiera podido rechazar a la vista de la STC 158/1985- por parte de la
Empresa. Sin embargo, a 10 largo del escrito de impugnación presentado
por «INTELECSA», nada se dice sobre la existencia de esta Sentencia
-lim¡~ndo~e la ahora recur~ente a aludír -siempre de forma ma~ínal a
la cXlstencl!1 de las actuacIOnes ~~te el Juzgado de ins!rucclón de
Sabadcll- ni, mucho menos, se solicita del TCTsu aportacJón a autos.

Hay que concluir, por todo eUo. que. si bien existe. como afirma la
recurrente, una contradicción frontal entre los hechos declarados proba~

dos en dos Sentencias firmes de distintos órdenes jurisdkcionales que
«repugna a la identidad esencial del ordenamiento juridico», en esta
ocasión tal contradicción no puede ser reparada'por el recurso de
amparo. En rigor, la contradicción es consecuencia de Ja actuación de la
defensa de la parte, que no se ha preocupado de agotar todas las
posibilidades de que la propia jurisdicción ordinaria la evitara. Por elJo.
la mentada contradicción termina por ser consecuencia del distinto
materia! 'proba.torio existente en los distintos procesos y. asi justificada,
no resulta leSiva del art. 24.1 c.E. (Sentencias 24/1984. 62/1984 v
3611 985). . •

5. Tanto la recurrente como el Ministerio Fiscal denuncian tam­
bién la exislencia de lesión del art. 24. l C.E. en relación con la forma
en que el TC~ ha ~visa!do los hechos declarados probados por el
Magistrado de mst~ncJa. ,\, en este segundo plano de reflexión. habrá
que constatar efcclivamente la existencia de la lesión denunciada.

No se trata. como señala el Ministerio Fiscal de cuestionar la
int~rpretación del derecho.a la' presunción de ¡nocen~ia realizada por el
Tnbunal Central de Trab.aJo -derecho de cuya matizada aplicabilidad al
proceso laboral de despido se ha ocupado este Tribunal (Sentencias
6/1988 y 81/1988)-. De lo que se trata ahora ('s de poner de manifiesto

que el sustrato fáctico en el que se apoya la interpretación del TCT no
responde a la realidad que se deduce de las actuaciones seguidas ante la
Magistratura de Trabajo. Desde este punto de vista. la fundamentación
del fallo impugnado aparece manifieslamente arbitraria y, por ello,
conviene 1<1 Sl.'ntC'ncia impugnada en lesiva del derecho a la tutela
judICial efectiva.

En efccto. parte el Tribunal Central de que las diligencias para mejor
pro\"Cer practicadas por el Magistrado de Barcelona son correctas desde
el puniO de vista procesal (fundamenJo jurídico primero). Sin embargo,
en el fundamento siguiente desconoce radical y frontalmente el alcance
que .taJes diligencias tuvieron. Se argumenta que no se puede conceder
valor probatorio a las meras díligencias policiales autoineulpatorias
aportadas para meior proveer. desconociendo que entre las actuaciones
aportadas pnra mejor proveer no se encontraban sólo diligencias de ese
tIpO, SinO también diligencias policiales de otra naturaltza y. sobre todo,
¡¡c{uncione!> praellcadas ai11e el Juzgado de InstrueeJón. En este sentido.
("011\ lene dt.:.'stacar como en el lugar de las actuaciones de la Magistratura
donde obran los documentos resultantes de la práctica de la diligencia
acordada para meior proveer aparecen consecutivamente la declaración
ante la Policía de un testigo. la declaración policial del despedido
-asistido por Lctrado-, la ratificación de esta declaración realizada por
el propio despedido ante el Juzgado dc Instrucción núm. 2 de Sabadell
-de nue"o asistido por Letrado-. la declaración ante el Juzgado
realizad::! por el representante de la Empresa y. en fin. declaración ante
la Policía de una tercera persona que reconoce haber comprado el
material sustraido al trabajador dcsprdido. La desestimación de la
demanda por la Sentencia de instancia no se había producido. pues. sólo
a la vista de «la confesión de culpabilidad lIe,'ada a cabo por el
recurrente tras llegar ante la Polieia». como señala expresamente la
Sentencia impugnada. sino en atención al conjunto de actuaciones
aportadas para mejor proveer que exceden ampliamente de la tomada
en consideración por el TCT para fundamentar la aplicación del
artículo 24.2 C.E.

Quizá el Tribunal Central de Trabajo hubiera podido entender que
las diligencias para mejor proveer -que sustituyeron íntegramente la
actividad probatoria exigible a la ahora recurrente, no comparecida al
juicio laboral- eran procesalmente incorrectas. Pero una vez que el
órgano judicial reconoce su corrección sin que podamos nosotros entrar
a revisar ese criterio. pues.tal cuestión no es el objeto del presente
recurso de amparo, no puede luego desconocer o Jimitar el alcance que
realmente tuvieron se$ún consta en las actuaciones de -Ma$istratura.
Obrando en las actuaciones. la Sala sentenciadora estaba obligada a su
atento análisis a fin de determinar si el convencimiento expresado por
'C1 Magistrado de instancia se habia o no formado correctamente. Y,no
hahiéndolo hecho, lesiona el derecho a la tutela judicial efectiva de la
ahora recurrente al emitir un pronunciamiento arbitrario por no
ajustado en su fundamentación a lo Que resulta evidentemente de las
actuaciones.

6. Procede. por esta última razón. estimar el presente recurso de
amparo, con expresa anulación de la Sentencia del Tribunal Central de
Trabajo impugnada. No es preciso, sin embargo, devolver las actuacio­
nes para dictar nueva Sentencia toda vez que -la lesión del derecho
fundamental queda suficientemente reparada por medio de la firmeza de
la Sentencia de instancia.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AlJTORlDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTÚCIÓN DE LA NACiÓN
ESPA1\;OLA,

Ha decidido

E.stimar la demanda de amparo presentada por «INTELECSA», y en
su Vlflud:

1.0 Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva,
1.° Anular la Sentencia de la Saja Segunda del Tribunal Central de

Trabajo de J7 de mayo de 1988. dictada en el recurso de, suplica­
ción ~56/l988. y declarar firme la Sentencia de la Magistratura de
TrabajO numo 4 de Barcelona de 20 de noviembre de 1987. dictada en
los autos 566/1986.

PubliqueS(' esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a treinta de octubre de mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando Garcia-Mon y González
RegueraL-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López
Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmados y rubricados.


